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A U D I E N C I A   N A C I O N A L 
 

Sala  de lo  Contencioso-Administrativo 
SECCIÓN OCTAVA 

 
 

Núm. de Recurso:  0000004/2016 
Tipo de Recurso:  DERECHOS FUNDAMENTALES 
Núm. Registro General:  03106/2016 
Demandante:  SINDICATO ESPAÑOL DE MAQUINISTAS Y 

AYUDANTES FERROVIARIOS (SEMAF) 
Procurador:  Dª. MARÍA DE LA LUZ SIMARRO VALVERDE 
Demandado:  MINISTERIO DE FOMENTO 
Abogado Del Estado  
  
  
Ponente IImo. Sr.: D. FERNANDO LUIS RUIZ PIÑEIRO  
 

 
 

S E N T E N C I A  Nº:    

 

 

 

 
IImo. Sr. Presidente: 
D. FERNANDO LUIS RUIZ PIÑEIRO 
 
Ilmos. Sres. Magistrados: 
Dª. MERCEDES PEDRAZ CALVO 
D. JOSÉ ALBERTO FERNÁNDEZ RODERA 
D. JUAN CARLOS FERNÁNDEZ DE AGUIRRE FERNÁNDEZ 
Dª. ANA ISABEL GÓMEZ GARCÍA 
 

 
 

Madrid, a nueve de junio de dos mil diecisiete. 
 

Visto el presente recurso contencioso administrativo nº 4/2016, interpuesto ante 
esta Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional, por la 
Procuradora Dª. María de la Luz Simarro Valverde, en nombre y representación del 
SINDICATO ESPAÑOL DE MAQUINISTAS Y AYUDANTES FERROVIARIOS 
(SEMAF), seguido por el procedimiento para la protección de los derechos 
fundamentales de la persona, contra  Resolución del Ministerio de Fomento de fecha 
7 de junio de 2016, sobre determinación de servicios mínimos. 
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Ha sido parte la Administración General del Estado, Ministerio de Fomento, 
dirigida y representada por el Abogado del Estado; el Ministerio Fiscal; y Renfe-
Operadora, Renfe Viajeros, Renfe Mercancías, Renfe Fabricación y Mantenimiento y 
Renfe Alquiler Material Ferroviario, representados por la Procuradora Dª. Irene 
Aranda Varela.  

 
Ha sido Ponente el Ilmo. Sr. D. Fernando Luis Ruiz Piñeiro, Magistrado de la 

Sección, que expresa el parecer de la Sala. 
 
 
 

ANTECEDENTES  DE  HECHO 
 

 
 
PRIMERO.- El presente recurso contencioso-administrativo se interpone  por la 

representación procesal del Sindicato Español de Maquinistas y Ayudantes 
Ferroviarios (SEMAF) contra la resolución de la Secretaría de Estado de 
Infraestructuras, Transporte y Vivienda -Ministerio de Fomento- de fecha 7 de junio 
de 2016, por la que se determinan los servicios mínimos de carácter obligatorio para 
asegurar la prestación de los servicios esenciales de transporte ferroviario durante 
las huelgas convocadas en el Grupo Renfe que afecta a todo el personal de 
conducción en todo el territorio nacional, para los días 10, 12, 14 y 16 de junio 2016. 

 
 
SEGUNDO.- Presentado el recurso, se reclamó el expediente administrativo y se 

dio traslado de todo ello al actor para que formalizara la demanda, el cual expuso los 
hechos, invocó los fundamentos de derecho y terminó por suplicar que, previos los 
trámites legales pertinentes, se dicte  sentencia que, estimando el recurso, anule el 
acto administrativo impugnado, con condena en costas para la administración 
demandada, declarando la vulneración del derecho fundamental de huelga, con 
imposición de costas a la Administración.  

 
 
TERCERO.- Formalizada la demanda se dio traslado al Abogado del  Estado 

para que la contestara, el cual expuso los hechos y fundamentos de Derecho y 
suplicó se dictara sentencia desestimatoria de todas las pretensiones de la parte 
actora. 

 
El Ministerio Fiscal contestó a la demanda, considerando que procede la 

estimación del recurso. 
 
La representación procesal de Grupo Renfe se opone al recurso, solicitando la 

desestimación de la demanda. 
 
 
CUARTO.- Habiendo sido solicitado el recibimiento a prueba del  procedimiento, 

se practicó la solicitada y admitida, las partes presentaron por su orden escrito de 
conclusiones, quedando los autos conclusos, señalándose para votación y fallo el 
día 7 de junio del año en curso en que, efectivamente, se votó y falló. 
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FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 
 
PRIMERO.- Es objeto de impugnación en el presente recurso la resolución de la 

Secretaria de Estado de de Infraestructuras, Transporte y Vivienda -Ministerio de 
Fomento- de fecha 7 de junio de 2016, por la que se determinan los servicios 
mínimos de carácter obligatorio para asegurar la prestación de los servicios 
esenciales de transporte ferroviario durante la huelga convocada en Grupo Renfe, 
para los días 10, 12, 14 y 16 de junio 2016. 

 
Se razona en dicha resolución que las huelgas se convocan en días laborables y 

coincidentes con el fin de semana, afectando tanto a los servicios de cercanías 
como a los de media distancia y de largo recorrido, siendo necesario garantizar el 
transporte de viajeros de cercanías durante las franjas horarias de máxima 
intensidad, consideradas horas punta, como durante el resto del día. También se 
justifica respecto de medida distancia y largo recorrido en fin de semana pues, pese 
a existir otros medios de transporte, no todos los trayectos quedan cubiertos, 
afectando fundamentalmente a las personas que no tengan vehículo propio y no 
dispongan de otros medios de transporte, a las personas mayores y a las personas 
con movilidad reducida. Se expone también que la huelga repercute en los servicios 
de transporte ferroviario en mercancías, en los que los paros encadenados 
multiplican los efectos del daño en la empresa prestadora del servicio esencial para 
la comunidad. 

 
En cercanías se establece un porcentaje que varía entre el 50% y el 75%, en 

Medida Distancia se establece el 65% de los servicios habituales, en Alta 
Velocidad/Larga Distancia el 72% y en Mercancías un porcentaje del 19% del 
servicio habitual. 

 
 
SEGUNDO.- La doctrina constitucional sobre el ejercicio del derecho de huelga 

en servicios esenciales de la comunidad (SSTC 11/1981, 26/1981, 33/1981, 
51/1986, 53/1986, 27/1989, 43/1990, 122/1990 y 123/1990), se resume y estructura 
en STC de 16/01/92, destacando los siguientes aspectos: 

  
<<a) Antes que a determinadas actividades industriales y mercantiles de las que 

derivarían prestaciones vitales y necesarias para la vida de la comunidad, la noción 
de servicio esencial de la comunidad hace referencia a la naturaleza de los intereses 
a cuya satisfacción la prestación se endereza, entendiendo por tales los derechos 
fundamentales, las libertades públicas y los bienes constitucionalmente protegidos, 
con la consecuencia de que "a priori" ningún tipo de actividad productiva puede ser 
considerado en sí mismo como esencial (STC 51/1986, f. j. 2º). Sólo lo será en 
aquellos casos en que la satisfacción de los mencionados intereses afectados exija 
el mantenimiento del servicio, y en la medida y con la intensidad en que 
efectivamente lo exija, puesto que los servicios esenciales no son dañados o 
puestos en peligro por cualquier situación de huelga, siendo necesario examinar en 
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cada caso las circunstancias concurrentes en la misma (SSTC 26/1981, f. j. 10º; 
51/1986, f. j. 2º). 

 
b) En la adopción de las medidas que garanticen el mantenimiento de los 

servicios esenciales, la autoridad gubernativa ha de ponderar la extensión territorial 
y personal, la duración prevista y las demás circunstancias concurrentes en la 
huelga, así como las concretas necesidades del servicio y la naturaleza de los 
derechos o bienes constitucionalmente protegidos sobre los que aquélla repercute 
(SSTC 26/1981, ff. jj. 10º y 15º; 53/1986, f. j. 3º). 

 
c) Finalmente, por lo que hace a la fundamentación de la decisión que impone el 

mantenimiento de servicios esenciales para la comunidad, este Tribunal ha 
declarado reiteradamente que el acto por el cual se determina dicho mantenimiento 
ha de estar adecuadamente motivado y que, cuando se produce una restricción de 
derechos fundamentales constitucionalmente garantizados, "la autoridad que realiza 
el acto debe estar en todo momento en condiciones de ofrecer la justificación" (STC 
26/1981, f. j. 16º). Siendo una decisión que comporta tan graves consecuencias, es 
preciso no sólo que exista una especial justificación, sino que tal justificación se 
exteriorice adecuadamente con objeto de que "los destinatarios conozcan las 
razones por las cuales su derecho se sacrificó y los intereses a los que se sacrificó" 
(STC 26/1981, f. j. 14º) y de que, en su caso, puedan defenderse ante los órganos 
judiciales (STC 27/1989, f. j. 4º). Recae, pues, sobre la autoridad gubernativa el 
deber de explicar las razones que, a su juicio, legitiman en una concreta situación de 
huelga la decisión de mantener el funcionamiento de un servicio esencial para la 
comunidad, correspondiéndole asimismo probar que los actos de restricción del 
derecho fundamental tienen plena justificación, sin que sean aquí de aplicación las 
reglas generales sobre distribución de la carga de la prueba. 

 
Ello significa que en la motivación aportada por la autoridad gubernativa han de 

incluirse los factores o criterios cuya ponderación ha conducido a determinar las 
prestaciones mínimas, sin que sean suficientes "indicaciones genéricas, aplicables a 
cualquier conflicto", de las que no es posible deducir cuáles son los elementos 
valorados por aquella autoridad para tomar la decisión restrictiva en la forma y con el 
alcance con que lo ha hecho, cómo se ha llegado a la determinación de las 
prestaciones mínimas dentro de la calificación del servicio como esencial. En 
definitiva, han de hacerse explícitos, siquiera sea sucintamente, "los criterios 
seguidos para fijar el nivel de tales servicios, de forma que por los Tribunales, en su 
caso, y en su momento, se pueda fiscalizar la adecuación de las medidas 
adoptadas" (SSTC 53/1986, ff. jj. 6º y 7º; 26/1981, ff. jj. 14º y 15º; f. j. 4º; 27/1989, ff. 
jj. 4º y 5º). 

 
Si es lícito distinguir entre la motivación expresa del acto -"que puede responder 

a criterios de concisión y claridad propios de la actuación administrativa"- y las 
razones que en un proceso posterior se pueden alegar para justificar la decisión 
tomada, ello no implica que la justificación "ex post libere" del deber de motivar el 
acto desde el momento mismo en que éste se adopta (STC 53/1986, f. j. 6º), pues la 
falta de motivación impide precisamente la justa valoración y el control material o de 
fondo de la medida (STC 27/1989, f. j. 5º). La decisión de la autoridad gubernativa 
ha de exteriorizar los motivos sobre la esencialidad del servicio, las características 
de la huelga convocada, los intereses que pueden quedar afectados y los trabajos 
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que no pueden sufrir interrupción o cuya prestación debe mantenerse en algún 
grado (STC 27/1989, f. j. 4º), siendo insuficientes a este propósito, como antes se ha 
recordado, las indicaciones genéricas que puedan predicarse de cualquier conflicto o 
de cualquier actividad, y de las cuales no quepa inferir criterios para enjuiciar la 
ordenación y proporcionalidad de la restricción que al ejercicio del derecho de 
huelga se impone (SSTC 51/1986, f. j. 4º; 53/1986, f. j. 6º). (Fº Jº 2º)>>.  

 
 
TERCERO.- Podemos también recordar la síntesis de los criterios de aplicación 

que lleva a cabo la sentencia del Tribunal Supremo de fecha 2 de diciembre de 
2010: 

 
<<A) De la jurisprudencia constitucional: 
 
a) Los límites del derecho de huelga derivan no sólo de su posible conexión con 

otros derechos constitucionales, sino también con otros bienes constitucionalmente 
tutelados (STC 11/1981, fundamentos jurídicos 7.º y 9.º) y el artículo 28.2 C.E., al 
hacer referencia a las garantías precisas para asegurar en caso de huelga el 
mantenimiento de los servicios esenciales para la comunidad, tiene el significado de 
expresar que el derecho de los trabajadores de defender y promover sus intereses 
mediante dicho instrumento de presión cede cuando con ello se ocasiona o se 
pueda ocasionar un mal más grave que el que los huelguistas sufren. En la medida 
en que la destinataria y acreedora de aquellos servicios esenciales es la comunidad 
entera y los servicios son al mismo tiempo esenciales para ella, la huelga no puede 
imponer el sacrificio de los intereses de los destinatarios de los mismos, pues «el 
derecho de la comunidad a estas prestaciones vitales es prioritario respecto del 
derecho de huelga» (STC 11/1981, fundamento jurídico 18). 

 
b) La noción de servicios esenciales hace referencia a la naturaleza de los 

intereses a cuya satisfacción la prestación se endereza, conectándose con los 
derechos fundamentales, las libertades públicas y los bienes constitucionalmente 
protegidos, lo que mejor concuerda con los principios que inspira nuestra 
Constitución (STC 26/1981, fundamento jurídico 10) puesto que los servicios 
esenciales no quedan lesionados o puestos en peligro por cualquier situación de 
huelga, siendo necesario examinar en cada caso las circunstancias concurrentes en 
la misma (SSTC 26/1981, fundamento jurídico 10; 51/1986, fundamento jurídico 2.º).  

 
c) En la adopción de las medidas que garanticen el mantenimiento de los 

servicios esenciales la autoridad gubernativa ha de ponderar la extensión -territorial 
y personal- duración prevista y demás circunstancias concurrentes en la huelga, así 
como las concretas necesidades del servicio y la naturaleza de los derechos o 
bienes constitucionalmente protegidos sobre los que aquélla repercute (SSTC 
26/1981, fundamentos jurídicos 10 y 15; 53/1986, fundamento jurídico 3.º). 

 
Quiere ello decir que la motivación de la decisión de la autoridad gubernativa 

requiere que en la misma figuren los factores o criterios cuya ponderación ha 
conducido a determinar cuáles son los servicios mínimos, sin que sean suficientes 
indicaciones genéricas, aplicables a cualquier conflicto, de las que no es posible 
deducir cuáles son los elementos valorados por aquella autoridad pues en definitiva, 
han de explicitarse, siquiera sea sucintamente, los criterios seguidos para fijar el 



  

 
 

 

6 

nivel de tales servicios, de forma que por los Tribunales, en su caso, y en su 
momento, se pueda fiscalizar la adecuación de las medidas adoptadas (por todas, 
STC 53/1986, fundamentos jurídicos 6.º y 7.º; también STC 26/1981, fundamentos 
jurídicos 14 y 15; STC 51/1986, fundamento jurídico 4.º; STC 27/1989, fundamentos 
jurídicos 4.º y 5.º).  

 
d) En las huelgas que se produzcan en servicios esenciales de la comunidad 

debe existir proporción entre los sacrificios que se impongan a los huelguistas y los 
que padezcan los usuarios de aquéllos (STC 26/1981, fundamento jurídico 15). El 
mantenimiento de los servicios (STC 33/1981, fundamento jurídico 4.º), no puede 
significar en principio el funcionamiento normal del servicio (SSTC 51/1986, 
fundamento jurídico 5.º; 53/1986, fundamento jurídico 3.º) y el interés de la 
comunidad debe ser perturbado por la huelga sólo hasta extremos razonables (STC 
51/1986, fundamento jurídico 5.º).  

 
e) En fin, procede destacar lo señalado por el Tribunal Constitucional en STC 

183/2006, de 19 de junio, que en su fundamento jurídico 6º se expresa en los 
siguientes términos: “Por otra parte, debe significarse que la norma preconstitucional 
que todavía en el momento actual sigue utilizándose como base para el 
establecimiento por la autoridad gubernativa de las limitaciones del concreto 
ejercicio del derecho de huelga en garantía del mantenimiento de los servicios 
esenciales, esto es, el artículo 10.2 Real Decreto-ley 17/1977, de 4 de marzo, sobre 
relaciones de trabajo, establece elementos de rigor no siempre debidamente 
atendidos y, desde luego, no respetados en este caso. En efecto, el supuesto de 
hecho en que pueden imponerse medidas limitadoras se compone de dos 
elementos: uno, la calificación del servicio (“servicios públicos o de reconocida e 
inaplazable necesidad”) y otro, de carácter circunstancial (“y concurran 
circunstancias de especial gravedad”), que debe concurrir en ambos términos de la 
alternativa del primer elemento. No basta así con la calificación del servicio para 
justificar las medidas limitativas, sino que éstas, en su caso, deben ajustarse a las 
circunstancias, que deben ser no sólo graves sino de especial gravedad (en este 
sentido el FJ 18 de la STC 11/1981 tempranamente advirtió que, “en algún sentido, 
el artículo 10 del Real Decreto-ley 17/77 es más estricto que el artículo 28.2 de la 
Constitución)”. 

 
B) De esta Sala: 
 
a) La esencialidad del servicio sólo será en aquellos casos en que la satisfacción 

de los intereses afectados exija el mantenimiento del servicio, en la medida y con la 
intensidad en que efectivamente lo exija, puesto que los servicios esenciales no son 
dañados o puestos en peligro por cualquier situación de huelga, siendo necesario 
examinar en cada caso las circunstancias concurrentes en la misma (sentencias de 
20 de febrero de 1998 y 28 de octubre de 2003). 

 
b) Es reiterada la jurisprudencia al exigir, respecto de la fijación de los servicios 

mínimos, la expresión de los criterios objetivos en función de los cuales se procede a 
su fijación, puesto que la causalización o motivación de los servicios esenciales y de 
los servicios mínimos en cuanto que éstos implican límites al ejercicio de un derecho 
fundamental se hace precisa, debiendo referirse la motivación a los niveles 
conceptuales de servicios esenciales, de servicios mínimos y de efectivos 
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personales precisos para el desempeño de estos últimos, ofreciendo una 
fundamentación razonada (por todas, las SSTS, 3ª, 7ª de 29 de junio de 2005, 19 de 
enero, 26 de marzo y 30 de abril de 2007, 21 de enero de 2008 y 28 de septiembre 
de 2009). 

 
c) Complementando esa exposición, la sentencia de esta Sala de 15 de enero de 

2007 (casación 7145/02) perfila el alcance de la exigencia de motivación en las 
resoluciones que fijan los servicios mínimos señalando que “no basta para satisfacer 
las exigencias constitucionales con manifestar ante quienes convocan una huelga 
qué servicios considera la Administración que han de ser garantizados y el personal 
llamado a prestarlos. La concreción que exige la jurisprudencia significa que han de 
exponerse los criterios en virtud de los cuales se ha llegado a identificar tales 
servicios como esenciales y a determinar quiénes han de asegurarlos a la luz de las 
circunstancias singulares de la convocatoria de que se trate. Son, precisamente, 
esos los datos relevantes para examinar si se ha observado la necesaria proporción 
entre el sacrificio que comportan para el derecho de los trabajadores y los bienes o 
intereses que han de salvaguardar”.»   

 
Es preciso en consecuencia, examinar la resolución impugnada a la luz tanto de 

la doctrina jurisprudencial como de las alegaciones de las partes, y en concreto, 
establecer si respeta las exigencias impuestas por la regulación de los servicios 
mínimos, desde la perspectiva de la debida motivación formal y material, en relación 
con el adecuado respeto del derecho de huelga, consagrado en el art. 28 de la 
Constitución española>>. 

 
Aplicando lo afirmado en éste y anteriores fundamentos, en este caso la Sala 

concluye que, pese a contener una aparente extensa motivación, en realidad no 
concreta el por qué se determinan esos servicios mínimos, en esos concretos 
porcentajes y no en otros, dentro de los posibles. En definitiva, en el presente caso, 
en atención a la doctrina de la Sala y jurisprudencia del Tribunal Supremo, no se 
aprecia que en la resolución recurrida conste la justificación de los porcentajes que 
se relacionan en su anexo, más que con unas referencias genéricas, insuficientes en 
atención al principio de motivación de los actos administrativos –art. 54.1 a)- máxime 
cuando restringen, como en el caso, un derecho fundamental, que impone que la 
limitación propuesta al derecho fundamental resulte adecuada al fin perseguido de 
protección del servicio público, ponderación específica que no consta concretada 
suficientemente en la resolución recurrida. 

 
Como puede apreciarse en el anexo señalado, se establecen una serie de 

porcentajes (75, 44, 49’02, 48’15, 42’86, 45’45….) de los que se desconoce su 
específica motivación, pues no se analiza en forma alguna el concreto  porcentaje 
que se establece. Procede en consecuencia, de conformidad con lo alegado por l 
aparte recurrente y el Ministerio Fiscal, la estimación del recurso. 

 
 
CUARTO.- La estimación total del recurso, de conformidad con lo establecido en 

el artículo 139.1 de la Ley Jurisdiccional, conlleva que se condene al pago de las 
costas a la Administración demandada. 

 
Vistos los preceptos legales citados y demás de general y pertinente aplicación, 
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F A L L A M O S 
 
 
 
 Que estimamos el recurso contencioso administrativo interpuesto por la 

Procuradora Dª. María de la Luz Simarro Valverde, en nombre y representación del 
Sindicato Español de Maquinistas y Ayudantes Ferroviarios (SEMAF), contra  
Resolución del Ministerio de Fomento de fecha 7 de junio de 2016, sobre 
determinación de servicios mínimos, la cual anulamos por su disconformidad a 
derecho. Imponemos las costas a la administración demandada. 

 
Así por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.  
 
La presente sentencia es susceptible de recurso de casación, que deberá 

prepararse ante esta Sala en el plazo de 30 días contados desde el siguiente al de 
su notificación; en el escrito de preparación del recurso deberá acreditarse el 
cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 89.2. de la Ley de la 
Jurisdicción, justificando el interés casacional objetivo que presenta. 
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